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SENI'ENCIA IN'TERI,OCUTORIA DEL'I'RIBUNAL CONSTITUCIONAI,

Lima. l5 de octubrc dc 2018

nc

^suNl'o
Recurso dc agravio constifucional i¡terpuesto por don José Itoque Ruiz Iluesta contra la
resolución dc fo.jas 325, de 13 de mayo de 2016, expedida por la Primcra Sala

Ilspecializada Civil de la Corte Superior de Justicia de Lambayeque, quc dcclaró
improcedente su dema¡da de amparo.

I.'UNDAMEN'TOS

a) Carczca dc fundamcntación la supuesta vulneración que se invoque.
b) La cucstión de Derecho contenid¿ en el recuño no sea de especial trascendenei¿

constitucional.
c) La oueslión de Derecho invocada contradiga un precedente del Tribunal

slitucio¡r¡l
hava dccidido dc mancra dcscstimatoia cn casos süstancialmcntc ipüales

I prcscntc caso, cl rccu¡rcntc solicita la nulidad dc la rcsolució¡ 20, dc 7 de
junio cle 2012 (fojas 2), expedida por la Sala Especializada Laboral dc la CoÍe
Superiol de Justicia de La bayeqüe, que declaró lundada la nulidad cleducida por la
Fiscalia dc la Nación partc dcmardada del proceso contencioso-administrati\ u

subyaccnte contra la resolución 18, de 23 de ma¡zo dc 2012 (fojas 4), que declaró
nulá e insubsistenle la resolución 12, y dispuso la cancelación dc la mcdida cautcla¡
dc innovar diclada a su f¡vor. Solicita, asrmismo, se disponga la inmediata ejecucrón
dc la r¡redida caulel¿r que dispone su reincorporación cn cl cargo dc liscal p¡ovincial
cn c1 Distrito Judicial dc Amazonas.

3. Dn líneas gellerales, el recure¡te sostiene lo siguiente: i) no se tomó en cucnta quc,
al habórselc concedido medida cautelar, la oposición a cl1a no podía suspender su

cjecución, máxi:ltc si se habia declarado nula e insubsistente la cancelación dc la
r¡cdjda cautclar; y, por lo tanto, seguia vigcntet ii) la entidad demandada no debia
i ervcnir hasta quc se cumpla la medida; sin embargo, plantcaron la ¡ulidad de la
misma; iii) se ha inobseNado que acreditó tener un cargo de carrera y quc, en tal

l. Iln la scntcncia emitida en el Expediente 00987-2014-PA,/TC, publicada en el diario
of¡c\a1 El Peruano cl 29 de agosto de 2014, este Triburlal estableció, en el

fundamenlo 49, con carácter dc p¡ecedente, quc sc expcdi¡á scDtencia intcrlocutoria
dc¡egatoria, dic¡ada sin más trámrte, cuando se presente alguno de los srguientes
supucstos, que igualmente están contenidos en el ar1ículo 1l del Reglamento
Nomativo del Tribunal Constilucional:
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scntido, no podía ser despedido sin causajusta; iv) se han \ulncrado principios de la

cafier¿ administrativa e inobservado.jurisprudencia viüculantc dcl Tribunal
Constitucional sobre pri¡lcipios laborales e i¡renunciabilidad dc derechos. Por

consiguicnte, considera que han r,ulne¡ado sus derechos al trabajo y a la tutela
jurisdiccional cfbctiva, asi como los principios dc seguridad jurídica y prohibición
de refbrmalia ¡n peius.

4. Sir embargo, para esta Sala Scgunda del T bunal Constiílcional tales alegatos no

cncuentran respaldo dirccto en el contenido constifucionalmente protegido de los

refcr:dos derechos invocados, pues en puidad, lo que prctcDde el recurrente es que

la judicatu¡a constitucional reexami¡e la aprcciación fáctica y.iurídica realizada por
Ja SaJa l]specializada Labo¡al dc la Coñe Superior de Justicia dc Lambaycque, quc

dispuso la cancelación de la medida cautelar de in¡ovar dictada a su favor. En

re¿lidad, e¡ lugar dc dctallar la forma en que la rcsolución cucstionada compromete
el contcnido constitucionalmente protegido dc los derechos que invoc¿, se ha

linlitado a señalár los molivos por los qus considera que debió ejecutarse la medida
cautelar dictada a su favo¡. Por ende, el recurso de agnvio constitucional dcbc scr
rechazado.

5. [n consecuencia, el presenle recurso de agravio ha incurrido en la causal de rechazo
prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia emitida en el Expedienle
00987-201,1-PA/TC y cn cl inciso b) del articulo l1 del Reglamento Nomativo del
T¡ibu¡al Constitucional. l'or esta razón, correspondc dccla¡ar, sin más trámite,
improcedente el recurso de agmvio constitLlcional.

I'or estos fundamcntos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le conficre la
Constitución Politica del Pe¡r¡, y la pafiicipación del magistrado Espinosa-Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir la disco¡dia suscitada por el voto singular del
magistrado Fenero Costa,

Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Barrera.

RESUELVE

Decla¡ar IMPROCEDENTE el rccurso de agravio constitucional, porque la cuestión
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Coincido con el sentido de lo resuelto por mis colegas. Sin embargo, considero
necesano señalar lo sigxiente:

1. Aqui ha qucdado plenamente acreditado que el reculso de agravio constitucion¿l no
encuentra respaldo en el confenido constitucionalmente protegido de los derechos
invocados por la parte demandante. Siendo asi, se verifica que se ha incu¡rido en la
causal de rechazo prevista en el acápite b) del fundamento 49 de la sentencia omitida
en el Expediente 0098'¡-2014-PNTC y en el inciso b) del artículo ll del
Reglamento Normativo del T¡ibunal Constitucional.

2. Ahora bien, encuento que la redacción del proyecto no es 10 suficientemente clara
para explicar las razones por Jas cuales aquí la cuestión de Derecho planteada carece
de especial trascendencia constitucional, confome las pautas establecidas por este

Tribunal.

3. En efecto, tal como ha desarroll¿do este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprude¡cia, al momento de emitir una sentencia interlocuto¡ia, luego de hacer
mención a las causales de improccdencia liminar recogidas en el fundamento 49 de

"Vásquez Romero", corresponde referirse en forma clara, ordenada y detallada a la
causal específica en la cual habria incurrido el recurso planteado, asi como cumplir
con explicar cuáles son los alcances de la causal utilizada.

4. De este modo, la exposicióo de las razones por las cuales el ¡ecurso incu¡re en una
causal determiDada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que fundamentan 10 resuelto en el caso.

Dichas cualidades son las que se espera que tenga urla decisión tomada por estc
Tribunal, en tanto se trata de un órgano jurisdiccional encargado de una labor tan
¡elevante como lo es la tutelá de derechos fundamentales.

ESPINOSA-SALDAÑA BARRIRA
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitr¡ción, y con el mayor respeto por la poncncia
de mi colega magistrado, emito cl presente voto singular, para expresar respetuosame¡te
que disiento del precedcntc vinculante establecido en la Sentcncja 00987-2014-PA,/TC,
SENI'ENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos que a
continuación expongo:

EXP. N." 03101-2016-PA/TC
LAMBAYEQUE
JOSI ROQUE RUIZ RUESTA

EL TRIBUNAL CoNSTITUCIoNAL CoMo CORTE D[ REVISIÓN o FALLo Y No DE
CASACIÓN

La Constitución de 1979 creó el T¡ibtmal de Gara¡tias Constitucionales corr()
instancia de casación y la Constitución de 1993 convirrió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad,hoc, independienle del Poder
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
cie los dcrecl]os fundamentalcs.

2. La l,ey ¡-undamental de 1979 estableció que el Tribunal dc Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenia jurisdicción
en todo el lerritorio Dacional para conocer, en tíd de casac¡ón, d,elos hdbeut u)rpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituia ul1a instancia habilitada para fallar en foma definitiva sobre la causa. Es
decir, no se promrnciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.

l. Fln ese sentido, la Ley 23385, Lcy Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus añículos 42 al 46, que
dicho órgano, al encontrar una ¡esolución denegatoria que ha violado ia ley o la ha
aplicado en forma erada o ha incu¡rido en graves vicios procesales en Ia
tramitación y resolución de la dema¡da, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para quc emita nr¡evo fallo siguiendo sus lineamientos,
procedimiento que. a todas luces. dilataba en exceso los procesos constitucionales
mencionados.

4. EI modelo de tutela antc amenazas y vuineración dc derechos fuc seriamcntc
modiñcado en Ia Constitución de 1993. En primer lugar. se amplian los
mecanismos de lutela de dos a cuatro. a sabet. habeas corpus, aIi1parc, habeas datat
y acción de cumplimiento. [n segundo lugar, se crea ai Tribunal Constitucional
como órgano de control de la comtitucionalidad. aun cuando la Constitución lo
calilica e¡róneamcnte como "órgano de control de la Constitución,'. No obstante. en

ttv{l



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL iltil ltililtilil lil
EXP, N.' 03IO I-20I6.PA/TC
LAMBAYEQUE
JOSE ROQUE RUIZ RUESTA

materia dc proccsos constituciola]es de la libertad, la Constitución establece que el
'fribunal Co¡stitucional es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe scñalar que la Constitr¡ción Políticá del Perú, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "co ocer, en última y
de_finitiya ínsfancia, las resoluciones denegaforias dictadas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas dafa y acc¡ón de cu lplimiento". Esta disFosición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige quc el T¡ibunal Constitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectura diversa
contravendría mandatos esenciales dc la Constitución, como son el pincipio de
defensa de la pcrsona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la obseryancia del deb¡do proceso y tulela
jurisdiccional- Ninguna persond puede set dest¡iuda de la jurisdícción
predeterminadct por la ley, n¡ sometidd d procealimiento distinb de los prel)¡d ente
establecidos, i juzgdda pot ólganos jurisdicc¡onales de excepción ni por
comisiones especiales creadas al efecto cualq iera sea su de ominación,,,
consagmda en el articulo 139, inciso 3.

6. Como se advierle, a dife¡encia de 1o que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la úl1ima instancia constitucional tiene lugar por la via del certiorari
(Suprema Corle de los Estados Unidos), en ei Pe¡ú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de inte¡pretación de la Constitución capaz de ingresar al lbndo
en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesió¡ de un derecho li¡ndamental, se
debe ab¡ir la r,ía correspondiente para qur: el T bunal Constitucional pueda
pronuncia¡so. Peao la ape¡tura de esta via solo se produce si sc permite al
peticionanle colaborar con los jueccs constitücionales mediante un pormeno zado
anilisis de lo quc sc prerenJe. de lo que se in\oca.

7. Lo constitucional es escr¡char a la pafie como concretización de su derecho
irrenunciable a la defcnsa; además, un Tribunal Constitucional constituye el más
electivo medio de delénsa dc los derechos fundamentales lrc¡te a los podcres
públicos y privados, lo cual evidencia i]l t unfo de la justicia frente a la
arbitrariedad.

EL DERECHO a sER oioo colllo NTANTTESTAC¡óN DE LA Df,MoCRA. ZACTóN DE Los
PROC¡jSoS CoNSTITUCIoNALES DE LA LIBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la liberlad quc b¡inda el T¡ibunal
Constitucional, desde su creación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de

M
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9. Precisamcnte, mi alejamiento respecto a la emisión de u1a resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista cstá relacionado con Ia defcnsa, la cual, sólo es
cfectiva cua¡1do el justiciable y sus abogados pueden exponer! de manera escrita y
oral, los argumentos pertinentes, concretiindose el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobrc la intervención de las partes, coresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administrar justiciá constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
b¡inda con estaicto respeto de los derechos inherentes a todo ser humano, lo que
incluye el derecho a ser oido con las debidas garantías.

12. En ese sentido, la Corte Inleramericana de Derechos Ilumanos ha establecido que el
derecho de defensa "obliga al Esfado a tl.ltar al indiriduo en todo momento como
un verdddero sujeÍo del prcceso, en el más amplío senfido de este concepfo, y fio
s¡mplemente como objeto del mismo"t,y qtte "para que exisfa debido proceso legal
es preciso que un jusliciable pueda hacer valer sus derecht¡s y defender sus
infereses en^.folma efecfiya y en condiciones de igualdad plocesal con otros
iustícíables'4.

' Co¡te IDH. Caso Bareto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009.
pánalo 29.

'Co.t" IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentencia del 2l dejunio de 2002, párrafo 146.

W

delensa inherente a toda pelsona, cuya manifestación primaria cs el derecho a ser
oido coD todas las debidas garantías al interior de cualquier proceso en el cual se
dete¡minen sus dcrcchos, intereses y obligaciones.

11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus inte¡eses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que
democratiza cl proceso. De lo cont¡a o, se decidiria sobre la esfera de interós de
una percona sin permitirle alegar lo corrcspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyente y antidemocrático. Además, el Tribunal Constitucional tiene el debe¡
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones. los motivos y los
argumentos que justiñca¡1 sus decisiones, porque el lribunal Constitucional se
lcgitima no por ser un tribunal de justicia, sino por la justicia de sus razorrcs, por
expresar de modo suiicientc las razones de derecho y de hecho relevanles en cada
caso que rcsuelve.
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NATURALEZA PRoCDSAI, DtrL RECURSo DE AGRAYIo CoNSTITUCIoNAL

13. tsl modclo dc "instancia de fallo" plasmado en la Constitución no puede ser
dcsviñuado por el T bunal Constitucional si no cs con grave violación de sus
disposiciones. Dicho Tribunal es su inté¡prete supremo! pero no su reformador, toda
vez que como órgano constituido tambié[ está sometido a la Constitución.

14. Cuando sc aplica a un proceso constitucional de la libe¡tad la denominada
"sentencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (RAC) picrde su
vcrdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" nimucho me¡os "¡ecalillca¡" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los artículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Constitucionai no "concede" el ¡ecurso. Esta es u¡1a competencia de la
Sala Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer dcl
RAC y pronuncia¡se sobre el fondo. Por endc, no le ha sido dada Ia competencia de
recl'uzar dicho recurso, sino pot el contra o de "conocer" lo que la parte aiega
corno ul agravio que Ic c.rusa indel¡nsión.

16. Por ot¡o lado, la "sentencia intcrlocutoria" establece como supuestos para su
aplicación 1órmulas imprecisas y ¿unplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requiere ser acl¿lrado, justilicado y concretado en supuestos especificos, a saber,
identificar en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no deñnirlo, ni justiñcarlo,
convic¡le el empleo de la precitada sentencia en arbihario, toda vez que se podría
al¿cfar, entre otros, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantias, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, al¿ctando notablemente a los justiciables, quiencs
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribunal Constitucional antes de presentar su
respectiva demanda.

17. Por lo demás, zatdt¡s mutdndis, el ptecedente vinculante contenido en Ia Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Seütencia 02877-
2005-PllC/TC). Del misn,o lnodo, constituye una reafirmación de la naturalcza
procesal de los procesos constitucionales de la libertad (supletoriedad, vía previa,
vias paralelas, litispendencia, invocación del de.echo constitucional líquido y
cierto, etc.).

18- Sin cmbargo, el hecho de que los procesos constitücionales de la libe¡tad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo para que se pueda desviÍuar la esencia principal del recuso de agravio
constitucioI1á1.
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19. Por tanto, si se tiefle en cuenta que la justicia en sedc constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a favo¡ de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el T¡ibunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, seá la adccuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos ese¡ciales cuando no encuentran justicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía constitucional, al justiciable
solo le queda el camino de la jurisdicción internacional de p¡otección de derechos

20. Como afirmó Raúl Ferrero Rebagliati, "la defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, una defensa total dc la Constitución, pues si toda garantía co¡stitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derccho
está defendiendo el de los dernás y el de la comunidad que rcsulta oprimida o
envilecida sin la protección j Lrdicial auténtica".
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